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El problema fundamental del agua en España -y en el resto de Europa- se puede 
sintetizar en el deterioro generalizado de los ecosistemas acuáticos (ríos, humedales, 
acuíferos y aguas costeras) hasta el punto de comprometer la viabilidad de los 
servicios que (gratuitamente) proveen para el bienestar humano: agua para beber, 
para nuestro disfrute lúdico, para los usos económicos. La quiebra de determinadas 
funciones ecosistémicas pone en riesgo la disponibilidad de agua de calidad para usos 
humanos que hemos disfrutado hasta la fecha. Este es el consenso científico y político 
sobre el que se basa la Directiva Marco del Agua de la Unión Europea, aprobada en 
2000, cuyo objeto es precisamente evitar deterioros adicionales y lograr la 
restauración y conservación de los ecosistemas acuáticos en un estado tal que 
garanticen el uso sostenible a largo plazo. Ese debería ser también el eje de la 
renovación de la política de aguas española. 
 
En el detalle territorial las causas de los problemas son diversas. Aquí se ha perdido la 
continuidad del río por las barreras construidas para el aprovechamiento hidroeléctrico, 
allí no manan las fuentes “que no se secaban nunca” como consecuencia de la 
extracción masiva de agua subterránea para el riego o, más allá, los vertidos 
industriales han acabado tanto con la vida del río como con la posibilidad del baño 
saludable o de su uso para el abastecimiento humano. 
 
Ante las recurrentes crisis locales (agotamiento de pozos, mortandad masiva de 
peces, inundaciones catastróficas) se han adoptado algunas “soluciones” técnicas 
(transvases, desalación, reutilización, encauzamientos) que a medio plazo han 
desplazado los límites físicos que impone el funcionamiento de los ecosistemas. 
Aparentemente. En realidad buena parte de estas “soluciones” consisten en la 
transferencia del problema a otro contexto. Así la desalación, como alternativa 
generalizada, traslada el problema al campo, también limitado, de la energía; al igual 
que los transvases, los cuales, además, generan otro tipo de complicaciones en las 
cuencas cedentes. Los encauzamientos y otras medidas de protección frente a las 
avenidas en los espacios de inundación ocupados por actividades humanas, muchas 
veces protegen unos bienes arriesgando otros o dan una falsa sensación de seguridad 
que incrementa nuestra vulnerabilidad.  
 
Puesto que, en definitiva, se trata del uso humano de los servicios del agua, todas 
estas cuestiones tienen sus dimensiones política, económica y ética, que son las que 
definen el debate actual. De lo que se trata es de quién tiene -y ejerce- el poder de 
definir en qué consisten los costes, cuáles son sus componentes, en cuánto se 
evalúan y a quién corresponde asumirlos. La orientación que marca la Directiva Marco 
del Agua es clara: para poder apreciar la contribución de los ecosistemas acuáticos a 
nuestro bienestar hay que considerar todos los costes relacionados con los servicios 
del agua, incluidos los ambientales. Para estimarlos, hay que contar con la gente, 
porque muchos de los elementos valiosos de los ecosistemas no tienen mercado ni 
precio; es decir, hay que (cuando menos) fomentar la participación del público en la 
definición de las políticas. Por último, para distribuir los costes entre los distintos 
beneficiarios de los servicios del agua hay que guiarse por el principio de quien 
contamina paga. 

                                            
* Francesc La Roca y Abel La Calle son profesores de las universidades de Valencia y Almería 
respectivamente. Ambos son socios fundadores de la Fundación Nueva Cultura del Agua. 
 



 
Las resistencias a este enfoque están plenamente identificadas. Provienen de quienes 
se han apropiado y se apropian de un bien común como es el agua, sin asumir los 
costes del deterioro que conlleva su uso. Estos agentes, entre los que destacan los 
regantes y las eléctricas, han mostrado hasta la fecha capacidad política suficiente 
para recaudar pingües beneficios trasladando los costes a otros. Pero no son los 
únicos que se oponen a un cambio que les incomoda. 
 
Algunos políticos han descubierto que la manipulación demagógica de los temas del 
agua puede ofrecer rendimientos electorales a corto plazo, con la condición de que se 
mantenga el statu quo del reparto del poder entre los agentes dominantes. Aunque 
eso sea a costa de sacrificar el buen estado de los ecosistemas hídricos y con él la 
posibilidad de una disponibilidad duradera de agua a un coste razonable. El fondo de 
la cuestión, el que genera un consenso elevado entre los científicos, queda sepultado 
por eslóganes oportunistas e irracionales. Bajo los focos mediáticos brillan los 
argumentos en proporción directa a su banalidad. 
 
En esta situación el PSOE ha presentado el documento «Gestión sostenible del agua. 
Hacia un gran pacto social» el 20 de septiembre de 2010, para el debate de 
determinados actores políticos y sociales. Entendemos que el principal problema de 
este documento es que atiende poco a la solución actual de los problemas y se centra 
en una propuesta imprecisa de futuro lejano. Ese carácter inacabado le hace perder 
interés. En cualquier caso, no podemos olvidar que para la creación de la propuesta 
novedosa, el Ente Gestor Global, se requeriría al menos un acuerdo nacional con la 
oposición, una modificación sustancial de la Ley de aguas y una reestructuración de 
las administraciones hidrológicas. Estos requerimientos nos hacen ver la propuesta 
como con unos prismáticos al revés. Estamos a las puertas de elecciones, con una 
propuesta durmiente desde 2007 de modificación de la ley de aguas y la nueva 
generación de Estatutos autonómicos en tela de juicio. 
 
En este contexto, el Plan Hidrológico de las Cuencas Internas de Cataluña supone una 
corriente fresca de esperanza. Este plan está en su última fase de aprobación, desde 
que recibió el visto bueno del Consejo de Dirección de la Agencia Catalana del Agua el 
pasado 16 de septiembre. Se trata del mayor esfuerzo que se ha realizado en el 
Estado para el uso sostenible del agua. Como todo instrumento de planificación de 
una política pública es complejo, puede mejorarse y requiere de mucho trabajo común 
para hacerlo realidad. Pero constituye una buena práctica en materia de transparencia 
social, objetividad técnica y buena administración. La Agencia Catalana del Agua ha 
elaborado el proyecto creyendo en su tarea para construir una mejor gestión del agua 
y sus ecosistemas, con la sociedad civil. Una muestra de que es posible hacer política 
abordando los problemas en su raíz. ¿Serán radicales?    


